Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 12 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida a los representantes 
de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT y al equipo de trabajadores del Banco de Previsión 
Social, señores Ramón Ruiz, Sergio Álvarez, Elsa Perdomo, Marcelo Rodríguez y Celia Venci, a 
quienes cedemos la palabra para que nos interioricen de la problemática que vienen a plantear. 


SEÑOR RUIZ.- Personalmente, integro el equipo de representación de los trabajadores en el Banco de 
Previsión Social, soy dirigente sindical e integrante de la salud privada y, por supuesto, del PIT-CNT. 
Por su parte, los compañeros que me acompañan integran el equipo de representación de los 
trabajadores de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT, por lo que se trata de un grupo muy 
importante que trabaja sobre los temas de la seguridad social a nivel del movimiento sindical. Tenemos 
el orgullo de decir que es una de las Comisiones más numerosas que tiene la Central, con una 
representatividad muy importante, tanto por las ramas de actividad que la integran -lo hacen 
prácticamente todos los sindicatos- como por la participación que tiene el interior y Montevideo. 


Queremos agradecer a la Comisión por brindarnos la posibilidad de venir a plantear algunos 
temas que son de preocupación de los trabajadores, varios de los cuales, inclusive, están en discusión 
en el Senado. Nosotros vamos a manifestarles cuál es nuestra posición y el interés que tenemos en 
que se traten y resuelvan lo antes posible. 


Un punto que venimos a plantear -y que es uno de los que están a consideración del 
Senado- tiene que ver con la eliminación del artículo 178 de la Ley N* 16.713. Esta norma permite que 
las empresas, en acuerdo con sus trabajadores, puedan transformar a trabajadores dependientes en 
empresas unipersonales. El artículo brinda esa facultad y establece que en momentos en que se hagan 
reestructuras dentro de las empresas, se puedan firmar contratos con los trabajadores, los que dejan 
de ser dependientes y pasan a ser empresas unipersonales. A veces, como producto de los controles 
realizados por el Banco de Previsión Social, se constata que hay una relación de dependencia 
simulada por un contrato de arrendamiento y, por lo tanto, lo observa; además, de acuerdo con ese 
artículo, la empresa debe registrar esos contratos en el Banco de Previsión Social. Lo curioso de este 
artículo es que una vez que se constata la existencia de una relación de dependencia, las obligaciones 
del empleador surgen a partir del momento en que se constata la irregularidad y no hay ninguna 
retroactividad en cuanto a los derechos de la seguridad social para el trabajador, ni tampoco en lo que 
tiene que ver con el cumplimiento de las obligaciones frente al Banco de Previsión Social por parte de 
la empresa. 


Consideramos que este artículo flexibiliza y desregula las relaciones laborales, por lo que en 
el esquema actual no tendría razón de ser. Es importante la profundización de ese esquema de 
relaciones laborales y, dado que actualmente existe un fuerte componente de negociación colectiva y 
los trabajadores tenemos cada vez más posibilidades de estar organizados y de defender nuestros 
derechos, consideramos que este artículo debería eliminarse. 


No estamos en contra de las empresas unipersonales y sabemos que ya existían antes de 
que se aprobara la Ley N* 16.713. Podemos mencionar, a modo de ejemplo, el caso de un peluquero, 
un zapatero, una persona que hace costura; es decir, diferentes casos de empresas unipersonales que 
brindan un servicio a partir del cual pueden resolver su sustento y sus ingresos. Sin embargo, el 
artículo 178 de la mencionada ley creó una modalidad de contrato unipersonal que se refleja 
claramente en diversos casos como, por ejemplo, el de un calderista de una fábrica, que dejaba de ser 
funcionario de esa empresa para convertirse en una empresa unipersonal cuya función era atender la 
caldera; el de los enfermeros que manejaban las ambulancias de las emergencias móviles y dejaban 
de tener relación de dependencia con la empresa para cumplir sus funciones como empresa 
unipersonal; o el de una conocida empresa privada de distribución de cartas y encomiendas a nivel 


nacional, donde cada uno de los carteros se transformó en empresa unipersonal. Sin embargo, en 
todos los casos estas personas cumplían un horario, marcaban tarjeta, estaban subordinados desde el 
punto de vista disciplinario y tenían uniforme de la empresa. Por lo tanto, consideramos que a estas 
situaciones no se les puede poner el rótulo de empresa unipersonal. 


Estas realidades fueron generadas a partir de la vigencia de este artículo y, si bien 
actualmente este tiene un efecto menor al que tuvo en un principio, ya que hay poco más de 500 
contratos, en los primeros años de aprobada esta Ley N* 16.713 se inscribían cerca de 6.000. Esto 
demuestra que aumentó en forma explosiva la cantidad de empresas unipersonales que ingresaban 
por esta modalidad. Parecería que no importa la cantidad de trabajadores que están en esta situación; 
de alguna forma es un resabio de otras épocas en las que no se respetaban sus derechos. Además, el 
decreto habilita a que haya evasión de las obligaciones con la seguridad social. Pensando en el 
fortalecimiento de la seguridad social y de esas relaciones laborales, creemos que habría que eliminar 
este artículo. La Cámara de Representantes aprobó su eliminación y ahora pasó al Senado, razón por 
la cual venimos a insistir sobre este tema. En ese sentido queremos que conozcan cuál es la posición 
de los trabajadores, que sabemos que no es la única, ya que hay otras. 


Hace poco tiempo participamos en un seminario organizado por empresarios, que 
defendieron la posición de no eliminar el artículo 178 argumentando que había sido mal utilizado por 
parte de algunas empresas. Incluso, se hizo un paralelismo diciendo que algunas personas pueden 
tomar demasiado vino, pero el hecho de que solo unos pocos lo hagan en forma desmedida, sin tener 
conducta, no justifica prohibir su consumo. El problema es que acá mucha gente tomó vino y no pagó, 
o quiere tomar vino sin pagar, lo que no es correcto. En consecuencia, sabemos que esta no es la 
única posición, pero sí la de los trabajadores. 


Otro reclamo histórico tiene que ver con el injusto tope de tres bases de prestaciones que el 
Banco de Previsión Social paga por seguro de enfermedad. Cada base de prestación y contribución - 
en la jerga de la seguridad social le decimos BPC- es un índice que el Banco tiene en cuenta a los 
efectos de establecer la fijación de topes -de los mínimos y de los máximos- y de otro tipo de variables 
para medir los ingresos de las familias y para otorgar algunas de las prestaciones del Banco. El tope 
que tiene el seguro de enfermedad es de tres BPC, cada una de las cuales es de $ 2.061; es decir que 
estamos hablando de, aproximadamente, $ 6.150 nominales. Por lo tanto, si el trabajador se enferma 
todo el mes, recibe en el bolsillo, considerando los descuentos legales, menos de $ 5.000. Con 
respecto al seguro por desempleo, el tope es de ocho bases, o sea, aproximadamente $ 16.000. 
Cuando un trabajador queda desempleado y consigue trabajo, inmediatamente se reintegra al mercado 
laboral, pero cuando se enferma, por más que tenga posibilidades de trabajar, no puede hacerlo hasta 
que no reciba el alta de su enfermedad. Lamentablemente, cuando tiene esa imposibilidad el tope es 
más bajo, es decir que cuanto más necesita, menos recibe. En consecuencia, estamos planteando que 
ese tope se eleve a ocho bases. Sabemos que no es el Parlamento el que debe tener iniciativa en este 
tema, sino el Poder Ejecutivo, porque la generación de un aumento en los topes significa modificar el 
presupuesto de gastos que tiene el Estado. Hemos escuchado anuncios del señor Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social diciendo que está dispuesto a elevar los topes a ocho bases en forma gradual 
durante los próximos cinco años. Creemos que cinco años es un plazo muy excesivo; necesitamos que 
se llegue a ocho bases lo antes posible, porque estos trabajadores no se enferman gradualmente, sino 
que se enferman y necesitan ahora ese tope. Seguramente será necesario discutir y dialogar sobre 
este tema para llegar a una solución. Nos consta que las cosas no se resuelven de un día para el otro, 
pero nos parece que cinco años es un plazo demasiado largo para resolver este tema, porque hace ya 
muchísimo tiempo que estamos esperando una solución. 


Por otra parte, si bien no es una competencia directa del Parlamento, queremos sensibilizar a 
los Legisladores con respecto al tema del baremo, que es el metro con el que se mide la enfermedad, 
para decirlo de una manera clara. Es una tabla donde están todas las patologías que se les 
diagnostican a los trabajadores o a quienes piden pensiones o prestaciones del BPS por discapacidad. 
Ahora bien, resulta que por aplicación de esa tabla hay muchísimos casos que quedan sin ningún tipo 
de protección de seguridad social. Entonces, estamos planteando que a dicha tabla se agreguen 
factores complementarios. Por ejemplo, no es lo mismo que un trabajador quede discapacitado en la 
ciudad que en el medio del campo, ni es lo mismo que quede discapacitado un trabajador con estudios 
terciarios que un trabajador que no terminó la escuela. E igualmente, si queda discapacitada una 
persona que únicamente sabe realizar un trabajo que implica esfuerzo físico, no va a vivir la misma 


situación que si queda discapacitado alguien que tiene una actividad profesional o una actividad en la 
que el esfuerzo físico es mínimo y, por lo tanto, no se dificultaría su reinserción en su lugar de trabajo. 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social presentó un proyecto al Banco de Previsión Social 
con el fin de actualizar los baremos, que incluye estos factores complementarios. De manera que 
estamos pidiendo que se apruebe ese decreto, porque hace muchos años que esto no se actualiza y 
creemos que ello es importante, hasta por los adelantos tecnológicos que hoy existen en las técnicas 
de diagnóstico y de tratamiento. Todos conocemos casos de enfermedades que antes eran incurables 
y en las que actualmente hay posibilidades de que exista una rehabilitación. Y, por otra parte, hay 
enfermedades que no estaban previstas, porque no existían o no se conocían con los detalles con que 
hoy se describen debido a los avances de la ciencia, entre otros factores. 


Por último -aunque no por ello menos importante- queremos plantear un tema al que le 
estamos dedicando mucho esfuerzo. Incluso, vamos a dejar a los señores Senadores materiales sobre 
todos los temas en los que estamos trabajando, porque estamos tratando de darles la mayor seriedad 
y de hacerlo con la mayor responsabilidad posible. En concreto, este último punto está referido al tema 
de las AFAP. El artículo 8% de la Ley N* 16.713 establece que quienes no estaban obligados a afiliarse 
podían hacerlo en forma voluntaria. Esta disposición fue utilizada en forma bastante desleal, para 
decirlo de alguna manera, por parte de las promotoras que contrataban las AFAP. Es así que afiliaron a 
muchos trabajadores “voluntariamente” -dicho esto entre comillas- sin darles toda la información. De 
manera que hoy hay muchísimos trabajadores que no van a poder obtener la misma rentabilidad en 
sus ahorros que el resto, porque sabemos que el sistema de ahorro individual, que quedó instaurado 
en la Ley de las AFAP en el año 1996, funciona en la medida en que el trabajador tenga estabilidad y 
pueda aportar en forma continua y permanente durante toda su vida laboral. Tenemos trabajadores 
rurales zafrales, de la construcción y de los servicios que, lamentablemente, no tienen esa estabilidad 
laboral y, por lo tanto, no van a capitalizar de la misma forma que alguien que tenga un trabajo seguro y 
con ingresos importantes. Esos trabajadores fueron los que se afiliaron en forma voluntaria, porque los 
que estaban obligados eran quienes tenían menos de 40 años en 1996 y una remuneración de más de 

$ 5.000; actualmente, los menores de 54 años que perciben más de $ 22.229. La mayoría de los 
trabajadores uruguayos no ganan por encima de esa cantidad, pero cuando las promotoras afiliaban a 
las personas les decían que debían afiliarse si eran menores de tal edad, sin informarles que la otra 
condición era tener un ingreso mayor a $ 22.229. Esta es una parte del planteo, pues nosotros 
quisiéramos que se eliminara el artículo 8% y quedaran comprendidas solamente aquellas personas que 
por ley están obligadas a afiliarse. No estamos renunciando a nuestro planteo histórico de una reforma 
estructural, profunda, solidaria, universal y sin fines de lucro, pero nos parece que en esta etapa se 
puede avanzar en pro de la transparencia, tratando de que el sistema perjudique lo menos posible a los 
trabajadores hasta que estén dadas las condiciones y haya un consenso a nivel social y político para 
poder lograr una reforma más profunda. Nosotros consideramos que en la seguridad social no hay 
políticas de shock, sino graduales, y que una reforma profunda no se puede realizar de un día para el 
otro, sino que requiere de los mayores consensos sociales y políticos. Por lo tanto, en esta etapa no 
estamos planteando esa reforma profunda, que necesita de mucho diálogo, porque no alcanza con que 
la mitad más uno del Parlamento vote una reforma, sino que precisamos que sea una política de 
Estado compartida, que tenga una visión estratégica y que, sea cual sea el partido que gobierne, 
pueda continuar desarrollándose y profundizándose. 


Incluso, aun eliminando el artículo 8%, hay trabajadores que no pueden desafiliarse de las 
AFAP porque el Decreto N* 399 del año 1995 es ilegal, pues en vez de reglamentar la ley va más allá. 
Por lo tanto, desde el punto de vista jurídico, nosotros decimos que este decreto es ¡legal porque 
establece que, luego de ingresar a una AFAP, el trabajador no pude desafiliarse. Ahora bien, nosotros 
no venimos solamente a plantear problemas al Parlamento, sino que estamos estudiando la manera de 
poder revertir jurídicamente esta situación. A su vez, solicitamos que el Parlamento también la analice 
porque perjudica a muchísimos trabajadores. 


Espero no haberme extendido demasiado, pero estos temas no son fáciles de explicar en 
poco tiempo, por lo que dejamos material para que los señores Senadores puedan ahondar y 
profundizar en su consideración. 


SEÑOR RUBIO.- Tengo entendido -todavía no hemos podido estudiar el proyecto de ley de 
Presupuesto porque recién ingresó al Parlamento- que el aumento de las prestaciones en materia de 


seguro por enfermedad ya fue acordado políticamente en el Consejo de Ministros y que se establecería 
en una ley que ingresaría en forma paralela, incluyendo el incremento gradual, aunque desconozco en 
qué tiempo se realizaría este incremento. Quería hacer esta precisión sobre ese punto, pero en 
realidad el tema ya está acordado. Podrán existir diferencias sobre la velocidad, pero la orientación es 
la que están planteando nuestros invitados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Saludamos el acuerdo, nos parece que es muy positivo y significa un avance 
pero, como trabajadores, nos gustaría ver que esta clase de acuerdos políticos que permiten avanzar 
en este sentido se dieran en otras instancias de diálogo más amplias como lo es, por ejemplo, el 
diálogo nacional sobre Seguridad Social. Precisamente, el Gobierno está planteando su instalación, 
pero no vemos que ello se concrete. 


Reiteramos que vemos todo esto -y lo saludamos- como algo muy positivo, porque es un 
avance con respecto a lo que tenemos, pero sería muy bueno instalar un ámbito de diálogo en el que 
estos temas puedan ser discutidos de la forma más amplia posible. 


SEÑOR GALLINAL.- Saludo a la delegación que nos visita, a la que doy mi reconocimiento por el 
hecho de ilustrarnos e informarnos sobre sus legítimas aspiraciones. 


Quisiera formular una pregunta con respecto al primer tema que plantearon, que está arriba 
de nuestro escritorio porque, como muy bien señalaron, la Cámara de Representantes acaba de 
aprobar un proyecto de ley que nosotros tendremos que abordar en el transcurso de los próximos días. 
Me refiero a la iniciativa a través de la cual, prácticamente, en forma lisa y llana, se elimina el régimen 
de las empresas unipersonales. A la luz de la experiencia que ha tenido el país durante todos estos 
años, comparto plenamente el razonamiento que ustedes nos han expuesto en el sentido de que 
muchas veces se han utilizado las empresas unipersonales para encubrir relaciones de trabajo, es 
decir, para encubrir relaciones de dependencia, porque esta es una forma no solo de disminuir los 
gastos sino también de eludir responsabilidades en materia laboral cuando se produce la ruptura o la 
culminación de la relación. Hay que encarar ese tema, precisamente, porque hay que proteger la 
relación laboral y no permitir la utilización de instrumentos jurídicos que pueden ser muy beneficiosos 
pero que, si se emplean mal, lamentablemente siempre alguien paga por ello; en este caso, los que 
terminan pagando son los trabajadores, o sea, los que prestan su colaboración, que frente a la opción 
de no conseguir trabajo o la de hacerlo a través de este mecanismo, obviamente, terminan eligiendo la 
segunda. 


También es verdad que el instrumento ha sido muy útil y puede serlo en el correr de los 
próximos tiempos. En aquellos casos en que no encubre relaciones laborales, en los que efectivamente 
se trata de gente especializada en determinadas cuestiones que puede prestar sus servicios bajo este 
régimen, constituye una forma indirecta de generar fuentes laborales, pero no se puede utilizar con el 
propósito de encubrir la relación de dependencia. Si nosotros aprobáramos una ley de esta naturaleza, 
estaríamos haciendo bastante daño al mercado laboral y también al área de servicios y de trabajo 
relacionado con la producción en general. Creo que deberíamos buscar una solución que contemple 
este problema que ustedes nos traen -que es cierto- y permita mantener el instrumento para que sea 
utilizado en la forma debida. Para eso, necesitamos no solamente del trabajo de los Legisladores que 
integramos esta Comisión o el Parlamento, sino también de los aportes que puedan realizar quienes 
están más ligados a esta temática. Personalmente, creo que deberíamos pensar en un camino 
diferente al recorrido en la Cámara de Representantes y, por esta razón, hago el siguiente 
planteamiento. En una próxima sesión de la Comisión, cuando el tema esté en el orden del día y se 
venga a hablar de él -como seguramente ocurrirá- podremos tratar de encontrar una fórmula - 
contando también con el aporte de otros actores, como el Banco de Previsión Social o los 
representantes de los empleadores- que, por un lado, mantenga la existencia de empresas 
unipersonales y, por otro, impida que se utilicen para encubrir relaciones laborales. En lo personal, creo 
que no es imposible lograr este objetivo. Digo esto porque, si en algo se ha especializado la justicia 
laboral en el Uruguay a lo largo de su historia, ha sido justamente en definir y detectar la relación 
laboral. Es por todos sabido que la Jurisprudencia en nuestro país, ante la duda de si se encuentra o 
no frente a una relación laboral, siempre termina pronunciándose a favor de su existencia. 


Quería hacer esta sugerencia porque no quedaría satisfecho con mi acción parlamentaria en 
este tema si tuviera que limitarme simplemente a votar a favor o en contra del proyecto de ley que 
viene de la Cámara de Representantes que, en verdad, no creo que sea una solución, sino al contrario, 
podría terminar perjudicando a los que efectivamente tienen empresas unipersonales y también a 
mucha otra gente que se encuentre en el mercado laboral. 


Por todo lo dicho, dejo planteada esta invitación -si es que la consideran adecuada y 
conveniente- para intentar buscar un camino diferente, pues reitero que, a mi entender, la lisa y llana 
derogación de este artículo 178, por loables que puedan ser los propósitos, no va a traer los resultados 
que se están buscando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Brevemente, quisiera señalar que discutiremos este tema in extenso en su 
momento en la Comisión. Por lo tanto, pienso que tal vez no convendría abrir una instancia de análisis. 


SEÑOR GALLINAL.- Disculpe, señor Presidente, pero no se ha abierto ninguna discusión; el tema lo 
trajeron nuestros invitados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mi intervención apuntaba a señalar la conveniencia de no exponer la postura 
de cada uno de nosotros sobre el tema, porque de alguna manera habíamos organizado la reunión 
teniendo en cuenta el tiempo que podría durar, y ello iría en detrimento de la labor legislativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Insisto en que la delegación trajo el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que cuando estemos tratando la ley, se hará presente alguna 
delegación vinculada a la Central -tal como ocurrió en las reuniones de la Comisión de Legislación del 
Trabajo de la Cámara de Representantes- momento en el cual podremos profundizar. Pero, por las 
dudas, igualmente aclaro que lo que acabo de expresar es una sugerencia y no una imposición. 


SEÑOR GALLINAL.- Sinceramente, no comparto la posición de la Mesa, porque -reitero- el tema 
fue planteado, con todo derecho, por la delegación que nos visita, y lo que quieren saber es qué 
opinamos nosotros al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está en su derecho de tener esa posición, señor Senador. 


SEÑOR RUIZ.- Por nuestra parte, estamos dispuestos a venir al Parlamento todas las veces que sea 
necesario. 


En nuestra intervención no planteamos la eliminación de las empresas unipersonales. Es 
más, si se elimina el artículo 178, las empresas perfectamente podrán seguir contratando a 
unipersonales, porque no se afectará de ninguna manera el mercado de trabajo. La única diferencia es 
que no habría amnistía; cuando se detecte una situación de este tipo, habrá que pagar todo lo que se 
debe y hacer frente a las obligaciones en forma retroactiva, que es lo que el artículo 178 no le permite 
hacer al Banco de Previsión Social. 


Además, queremos que la discusión del trabajo autónomo se incluya en la agenda de diálogo 
social, porque nos parece que en esa área, en ese universo, hay mucho para hacer todavía a fin de 
proteger a los trabajadores autónomos; realmente considero que en ese sentido podríamos avanzar 
muchísimo. 


La propuesta ya está planteada y podemos profundizar mucho más en ella. Estuvimos viendo 
varias alternativas antes de definir que la propuesta era eliminar el artículo 178. Había tres opciones: 
una de ellas tenía que ver con que este artículo se discutiera junto con el tema de todo el universo de 
trabajo autónomo; otra, con su eliminación; y la tercera, con la posibilidad de modificarlo en lugar de 
suprimirlo. Luego de estudiar todas las alternativas y todos los escenarios, estamos convencidos de 
que la mejor posición o propuesta -pensando no solamente en los trabajadores, sino también en la 
seguridad social- es la eliminación del artículo 178. Sin duda que se trata de un tema apasionante que 


deberíamos discutir durante mucho tiempo a los efectos de que cada uno pueda aportar su opinión al 
respecto. 


SEÑORA VENC!.- Quería reforzar las expresiones del señor Ramón Ruiz y contarle al Senado que se 
han dado varias instancias y que no empezamos de cero. Incluso existen algunas otras opciones, 
como la relativa al monotributo -planteado por la reforma tributaria- que se ha ido extendiendo a 
distintos sectores donde están incluidos muchos de estos trabajadores informales o autónomos. Esta 
es una forma distinta, quizá, de encarar el tema. Lo que no queremos es que se encubra una actividad 
netamente de dependencia y de exclusividad con una empresa a través de una unipersonal. 


En lo que a mí respecta, estoy de acuerdo en que el trabajo autónomo, a través de esta 
lucha contra la informalidad y de la mejora del mercado y de las condiciones de trabajo, es otra parte a 
tener en cuenta -no quiero repetir las palabras del señor Ruiz- que no afectaría la eliminación del 
artículo 178; ya existen otras opciones -como el monotributo- que deberían estudiarse y sobre las que 
habría que profundizar. Aclaro que no necesariamente debe considerarse el monotributo, porque hay 
otras formas de aportación a la seguridad social de este sector informal o de los trabajadores 
autónomos. Precisamente, creo que los trabajadores informales y los autónomos no son los que 
consideramos que se encuentran en una situación de dependencia encubierta en empresas 
unipersonales. 


SEÑOR TAJAM.- Prácticamente nuestros visitantes ya han contestado lo que pensaba preguntar, 
porque al leer el primer inciso del artículo 178, queda claro -al menos, en lo que me es personal- que 
estas son reglas para las contribuciones especiales de seguridad social generadas por las empresas 
unipersonales. Ese es el centro del artículo y no la creación de una empresa unipersonal. 


Por lo tanto, me parecía que el régimen seguía vigente, pero quería que nuestros invitados así 
lo indicaran. Como dije, esta inquietud ya fue despejada y me parece que, evidentemente, hay que 
avanzar en estos aspectos porque ahí existe una confluencia perversa entre el ocultamiento de 
relaciones de dependencia y la persecución de la desregulación salarial y laboral, en la medida en que 
determinados vínculos con un grupo de trabajadores se pueda transformar después en una relación de 
uno a uno, de empresa-trabajador, que esté totalmente en contra de una correspondencia equitativa. 


Por otra parte, quisiera hacer un comentario a propósito del artículo 8% de la Ley N* 16.713. 
Verdaderamente, la ley de las AFAP es coercitiva, en particular para los trabajadores, porque a partir 
de cierto nivel de ingresos -hoy situado en $ 22.225- deben ingresar al sistema. Ahora se ha 
establecido un cambio al permitir la afiliación voluntaria. Creo que, en ese caso, la desafiliación debería 
tener la misma característica. A mi juicio, este es el camino que habría que recorrer. 


SEÑOR RUBIO.- Dado que ya ha terminado la etapa de elaboración del Presupuesto quinquenal, creo 
que en breve se convocará al diálogo por la seguridad social. En ese marco se analizará lo vinculado al 
trabajo autónomo. Todos sabemos que se ha dado un enorme crecimiento de las diversas formas de 
trabajo autónomo, que van desde la producción de software hasta todo un camino intermedio con 
distintos ingresos y características. Es tal la pluralidad de formas, que si no encontramos un marco 
conceptual que englobe y tipifique las distintas situaciones, se termina generando un enredo jurídico 
muy grande que lleva a que la gente no sepa con claridad cuáles son las opciones y los marcos en los 
que puede ampararse. 


SEÑOR SOLARI.- Muchas gracias por venir. Sin dudas, todos estos son temas apasionantes. 


Quisiera hacer alguna pregunta aclaratoria con respecto a este tipo de tabla de beneficios o 
compensaciones a la que se refirieron como baremo. Sobre el particular, me gustaría que me 
explicaran un poco más de qué se trata. A su vez, no llegué a entender bien cuáles son las situaciones 
que no están contempladas en el momento actual y cuáles son sus características. 


SEÑORA VENCI.- El término baremo deriva de barreno y refiere a una medición que se hace de la 
discapacidad. Cada patología, cada parte del cuerpo, de acuerdo con esa tabla, tiene un porcentaje. El 
Banco de Seguros del Estado hace una medición de discapacidad para otorgar determinados 


beneficios que, insisto, son totalmente distintos a los del Banco de Previsión Social. De modo que si la 
lesión está en el dedo índice, se le otorga determinado porcentaje de discapacidad que varía según 
sea el de la mano derecha o el de la mano izquierda. Es importante señalar que esa tabla refiere 
solamente a la afección, a la discapacidad o a la enfermedad, y toma muy poco en cuenta la situación - 
como decía el compañero- derivada de la educación formal, de la edad, del lugar de trabajo, del lugar 
físico de referencia, etcétera. Sin embargo, estos son factores muy importantes. Si me permiten, voy a 
poner un ejemplo para clarificar la situación. Yo trabajo como administrativa, y si perdiera la mano 
derecha, igual podría hablar por teléfono y utilizar la computadora, aunque fuera con más lentitud. 
Quiere decir que podría seguir cumpliendo mi tarea; lo cierto es que por esa incapacidad se me otorga 
un porcentaje determinado. Sin embargo, si esto le sucede a un pianista, se queda sin poder ejercer su 
profesión, por lo que la discapacidad debería ser tomada de distinta manera. Actualmente, darían a 
ambas personas el mismo porcentaje. 


Además, algunos factores complementarios como la edad y la educación están incluidos, 
pero no se toma en cuenta si se tienen estudios primarios, secundarios, terciarios o capacitación 
profesional. 


Por otra parte, es un sistema muy rígido y cada patología tiene un porcentaje máximo. Por 
ejemplo, si un trabajador de la construcción tiene un problema de columna y no puede subir una 
escalera, se le da un determinado porcentaje máximo. Pero si ya se le dio un máximo de 50% y luego 
queda paralítico, no pueden darle un 55% porque hay topes para cada una de las enfermedades. 


SEÑOR RUIZ.- Además, la exigencia del Banco de Previsión Social para acceder a la prestación es, en 
el mejor de los casos, del 50% de discapacidad, pero para poder acceder a una prestación definitiva de 
jubilación se necesita el 66%. Tomando únicamente la tabla del baremo, sin tener en cuenta estos 
factores complementarios, es muy difícil que una persona llegue a ese porcentaje mínimo que se 
requiere para obtener una prestación. Entonces, hay muchas personas con discapacidad que solicitan 
una prestación pero que no llegan al 50% ni, mucho menos, al 66%. Téngase en cuenta que para 
obtener un porcentaje del 66%, la persona no debe tener prácticamente posibilidad alguna de 
recuperarse; gráficamente, sería una persona con las dos terceras partes del cuerpo inutilizado. 


SEÑOR SOLARI.- Ahora comprendo la inquietud que ustedes plantean y me siento en la obligación de 
expresarles una cierta preocupación. Como sabrán, soy médico sanitarista y puedo decirles que, hoy 
en día, las políticas públicas en la mayor parte de los países apuntan a reinsertar a las personas que 
han sufrido situaciones de enfermedad o discapacidad. Por lo tanto, no vería con buenos ojos la 
realización de una tabla que favorezca subsidios muy generosos y en forma totalmente indefinida en 
función de discapacidades que pueden ser pasajeras. Por un lado estamos peleando para que las 
personas con capacidades diferentes -así es como las llamamos- se incluyan en la sociedad y, por 
otro, estamos incentivando que una discapacidad que, tratada de determinada manera puede ser 
transitoria, se convierta en definitiva, disminuyendo así la autovalía del ser humano. Por tanto, me 
parece que es un tema que debe ser analizado con mucho cuidado, inclusive, para no contradecirnos. 


SEÑORA VENC!I.- Lo que decía el señor Ruiz respecto al 50% de discapacidad refiere a un subsidio 
transitorio por tres años, porque la idea es que al tener ese porcentaje la persona puede rehabilitarse. 
Además, ese 50% es muy rígido, ya que si tiene un 49%, no percibe nada. El baremo simplemente 
sirve para medir el tipo de discapacidad, pero no define que sea para una incapacidad absoluta y 
permanente para todo trabajo. Se toman en cuenta todos esos aspectos, y si se llega a ese 50%, se 
obtiene el subsidio transitorio que permite la rehabilitación de la persona. El subsidio transitorio 
equivale a una inactividad compensada, un seguro de paro o un seguro por enfermedad. Nosotros no 
cuestionamos esto; es más, las oportunidades de rehabilitación nos parecen fundamentales. Por eso 
es que queremos dar una gama de posibilidades para que la gente tenga esa rehabilitación. Ahora 
bien, el cambio y la humanización del baremo no dejan fuera el hecho de que estemos atentos a lo que 
significa la rehabilitación de la persona; este sería un instrumento para poder facilitar el acceso a un 
beneficio que le sirve. Inclusive, debemos tener en cuenta que el baremo, además de utilizarse para 
medir la incapacidad de un trabajador, se usa cuando se otorga una pensión por invalidez a una 
persona que no ha tenido la oportunidad de trabajar o, inclusive, a niños. Esto mide todas las 
prestaciones por enfermedad o discapacidad que brinda el Banco de Previsión Social, lo que no es 
menor, porque va más allá de los trabajadores y del ambiente laboral. 


SEÑOR RUIZ.- Creo que esta conversación es muy interesante porque nosotros creemos que este 
tema de las políticas activas de empleo también debe ser parte de la discusión de la seguridad social. 
Por eso es tan importante la convocatoria al diálogo. Actualmente podríamos hablar del tema de la 
reinserción de las personas que tienen capacidades diferentes si estuviéramos en un esquema de 
políticas activas de empleo en el que, entre otras cosas, hubiera programas en los que se trabajara 
para poder reinsertar a los discapacitados. Pero, ¿cuál es la realidad que existe hoy en el mercado de 
trabajo? Que los empresarios, cuando hay una persona con discapacidad, ni siquiera buscan reubicarlo 
dentro de la empresa. Enton ces, hay desprotección, y esto no se tiene que resolver solo a través de la 
seguridad social. Nosotros creemos que debe haber otros programas que formen parte de la agenda 
del Diálogo Nacional sobre Seguridad Social. No introducimos el tema de querer cambiar la tabla del 
baremo y no cuestionamos que el porcentaje sea de un 50% ó de un 60%; inclusive, podríamos 
plantear que el porcentaje de la tabla del baremo para definir una discapacidad fuera de un 100%. Lo 
que queremos es que no se trate el tema de la discapacidad en forma aislada del contexto en el cual 
se da. No se puede decir solamente que se tuvo la mala suerte de ser discapacitado; creo que en este 
tema hay que estudiar el entorno familiar y social, pero también la protección que la sociedad da a esa 
persona a través de la legislación y las reglamentaciones en la materia. En los países desarrollados, 
donde hay determinadas políticas activas de empleo, este tema seguramente ni siquiera esté en 
discusión porque hay instrumentos que pueden resolver el problema de una manera u otra. A modo de 
anécdota, voy a contar que una persona quedó discapacitada para realizar su tarea -no era una 
discapacidad total- y cuando hizo el reclamo declarando que se quedaba sin trabajo y sin ningún tipo 
de prestación, le dijeron que podía, por ejemplo, ser ascensorista. El problema estaba en que la 
persona vivía en Bella Unión, donde no hay ascensores. Si esa persona hubiera sufrido el problema 
en Montevideo, tendría más posibilidades de ser ascensorista, porque hay varios ascensores por 
manzana, pero ese no es el caso de Bella Unión. Entonces, no hay que tomar solamente la 
discapacidad por sí sola; también hay que estudiar el entorno de la persona y cómo se da, no con la 
idea de abrir una canilla para dar prestaciones por discapacidad, sino con la responsabilidad de pensar 
en su rehabilitación. No creo que nadie quiera cobrar una pensión y quedarse en su casa sin hacer 
nada; también debemos cuidar la dignidad de esa persona. Compartimos el planteo porque pensamos 
que no existen contradicciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que ya han expresado su punto de vista, solo nos resta agradecer la 
presencia de nuestros visitantes. A modo de conclusión personal, debo destacar la necesidad de que 
se instale el diálogo de la seguridad social y de que todos los sectores políticos y sociales puedan 
participar porque, como habrán podido constatar en esta breve reunión, las temáticas son muy 
variadas y, sin duda, muy ricas para analizar y discutir. 


Quedamos a las órdenes. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Comisión de Seguridad Social del PIT-CNT y el 
equipo de trabajadores del Banco de Previsión Social) 


Corresponde considerar tres proyectos de ley para otorgar pensión graciable a Jorge Arturo 
Soca Colina, Celeste Iris Mouret y Waldemar Gaitán. 


En el caso del boxeador Waldemar Gaitán, cabe acotar que tuvo una destacada trayectoria 
como púgil amateur y profesional, y que obtuvo el Vicecampeonato Sudamericano en dos 
oportunidades, en los años 1964 y 1968. 


Actualmente, este destacado deportista cumple con los extremos requeridos por la normativa 
vigente para acceder a una pensión graciable, por lo que se justifica plenamente la presente iniciativa. 


Con respecto a la señora Celeste Iris Mouret, debo decir que se trata de una artista virtuosa y 
polifacética, bailarina, coreógrafa y maestra, que ha contribuido con su personalísimo y renovador 
quehacer a la construcción de nuevos espacios y a la formación de nuevos talentos en distintas áreas 
del arte y la danza nacionales. 


Por lo tanto, como cumple con todos los requisitos necesarios para recibir una pensión 
graciable, el Poder Ejecutivo envía este proyecto de ley. 


Respecto a la pensión graciable relacionada con el señor Jorge Arturo Soca Colina, cabe 
señalar que se trata de uno de los exponentes más significativos en la práctica del boxeo desde la 
década de los sesenta hasta fines de los setenta. Fue campeón y vicecampeón sudamericano. Por los 
motivos anteriormente expuestos y por situaciones vinculadas a su vida actual, el Poder Ejecutivo 
envía este proyecto de ley que viene con media sanción de la Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque las tres pensiones graciables 
propuestas. 


(Se vota:) 
4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Corresponde designar los miembros informantes. 


SEÑOR TAJAM.- Propongo como miembro informante de la pensión graciable del señor Jorge Arturo 
Soca Colina al señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 


Propongo como miembro informante de la pensión graciable a otorgar a la señora Celeste 
Iris Mouret, al señor Senador Tajam, y como miembro informante de la pensión graciable 
correspondiente al señor Waldemar Gaitán, al señor Senador Rubio. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 11 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


